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judicial razonada, en materia de acceso al proceso, al
privar al trabajador despedido de su derecho a obtener
una resolución de fondo por el puro y simple mecanismo
de inaplicar una norma procesal vigente, en el enten-
dimiento de que suponía una ampliación injustificada
del plazo de caducidad para demandar por despido, en
aplicación de una jurisprudencia dictada para un supues-
to distinto y con olvido de que tal norma se ha dictado
para proteger el derecho de acceso a la jurisdicción,
supone en definitiva cercenar el derecho del trabajador
aduciendo una sedicente ampliación del plazo de cadu-
cidad para demandar que no se puede, en modo alguno,
atribuir al mismo, sino a una norma legal dictada para
tutelar el derecho de acceso a la jurisdicción, por lo
que dicha interpretación no puede estimarse razonable
como ya se ha dicho.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso presentado por don Felipe Domín-
guez Novoa y, en consecuencia:

1.o Declarar que ha sido vulnerado el derecho del
demandante a la tutela judicial efectiva en su vertiente
de acceso a la justicia garantizado por el art. 24.1 CE.

2.o Restablecerlo en tal derecho y, a tal fin, declarar
nulas las Sentencias de 18 de julio de 2002, dictada
por el Juzgado de lo Social núm. 1 de Vigo y la Sentencia
de 26 de octubre de 2002, dictada por la Sala de lo
Social del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, retro-
trayendo el procedimiento al momento anterior al dic-
tado de la primera de tales resoluciones a fin de que
se dicte una nueva Sentencia respetuosa con el derecho
fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de septiembre de dos mil
cuatro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montal-
vo.—Ramón Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

18111 Sala Segunda. Sentencia 155/2004, de 20
de sept iembre . Recurso de amparo
763-2003. Promovido por don Guillermo Fer-
nández Bueno frente a los Autos de la Audien-
cia Provincial de Álava que, en una causa
seguida por delito de violación, acordó la
prórroga de su prisión provisional.
Vulneración del derecho a la libertad personal:
prisión provisional y prorrogada tardíamente,
a pesar de haberse dictado sentencia conde-
natoria (STC 98/1998).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente,
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez

Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez
Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 763-2003, promovido
por don Guillermo Fernández Bueno, representado por
el Procurador de los Tribunales don José Miguel Mar-
tínez-Fresneda Gambra y asistido por el Letrado don Fran-
cisco Javier Serna Gómez, contra el Auto de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Álava de 14 de
enero de 2003, confirmado en súplica por Auto de 23
de enero de 2003, que desestimó la solicitud de puesta
en libertad deducida por la representación procesal del
demandante de amparo y acordó la prolongación de
la medida cautelar de la prisión provisional hasta el límite
de la mitad de la pena impuesta por la Sección en su
Sentencia de 23 de mayo de 2002, en el rollo penal
núm. 1-2001 dimanante del sumario núm. 1-2001 pro-
cedente del Juzgado de Instrucción núm. 4 de Vitoria,
por supuesto delito de agresión sexual. Ha comparecido
y formulado alegaciones el Ministerio Fiscal. Ha actuado
como Ponente el Magistrado don Vicente Conde Martín
de Hijas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 11 de febrero de 2003 don
José Miguel Martínez-Fresneda Gambra, Procurador de
los Tribunales, en nombre y representación de don Gui-
llermo Fernández Bueno, interpuso recurso de amparo
contra las resoluciones judiciales a las que se ha hecho
mención en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. La demanda de amparo se basa en los antece-
dentes fácticos que a continuación sucintamente se
extractan:

a) El Juzgado de Instrucción núm. 4 de Vitoria, por
Auto de fecha 12 de enero de 2001, acordó en las
diligencias previas núm. 2785-2000 la prisión provisio-
nal comunicada y sin fianza del ahora demandante de
amparo.

b) La Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Álava en fecha 23 de mayo de 2002 dictó Sentencia
en el rollo penal núm. 1-2001, por la que condenó al
ahora demandante de amparo, como autor responsable
de un delito de violación y de una falta de lesiones,
a las penas, entre otras, por el delito, de nueve años
de prisión, con las accesorias de inhabilitación especial
para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo durante
el tiempo de la condena.

La representación procesal del demandante de ampa-
ro preparó recurso de casación contra la anterior Sen-
tencia, que se tuvo por preparado por Auto de 11 de
julio de 2002, emplazándosele para que en el término
de quince días compareciera ante la Sala Segunda del
Tribunal Supremo. En el momento de presentarse la
demanda de amparo estaba aún pendiente de resolución
el recurso de casación.

c) La representación procesal del demandante de
amparo, mediante escrito registrado en fecha 13 de ene-
ro de 2003, solicitó la inmediata puesta en libertad de
su representado, al haber expirado el plazo máximo de
prisión preventiva de dos años que establece el art. 504
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LECrim, sin que el Ministerio Fiscal ni la acusación par-
ticular hubieran interesado la prórroga de la medida cau-
telar. En apoyo de su pretensión citaba, reproduciendo
parte de la doctrina en ellas recogidas, las SSTC
40/1987, de 3 de abril, y 98/1998, de 4 de mayo.

La Sección Primera de la Audiencia Provincial de Ála-
va, por Auto de 14 de enero de 2003, desestimó la
solicitud de puesta en libertad deducida por la repre-
sentación procesal del demandante de amparo y acordó
la prolongación de la medida cautelar de la prisión pro-
visional hasta el límite de la mitad de la pena impuesta
por la Sección en su Sentencia de 23 de mayo de 2002.

d) La representación procesal del demandante de
amparo interpuso recurso de súplica contra el anterior
Auto, que fue desestimado por Auto de 23 de enero
de 2003.

3. La fundamentación jurídica de la demanda de
amparo, bajo la invocación del art. 24 CE, se argumenta
en síntesis, que al dictarse los Autos impugnados se
había agotado ya el plazo máximo de la prisión pro-
visional, sin que ninguna de las partes hubiera pedido
expresamente la prolongación de dicha situación, por
lo que desde que finalizó aquel plazo el demandante
de amparo se encontraba ilegalmente privado de liber-
tad.

En apoyo de su argumentación cita la doctrina reco-
gida en la STC 98/1998, de 4 de mayo, conforme a
la cual la prórroga o la ampliación de la prisión provisional
requiere que se motive tal excepcional decisión y exige
per se y por elementales razones de seguridad jurídica
que el plazo máximo inicial no esté ya agotado. Así pues
los plazos previstos en el art. 504, párrafo cuarto, LECrim
son perentorios, y si trascurren los mismos y no se pro-
longa la medida cautelar con el cumplimiento de todas
las formalidades legales, la única solución posible es
la de acordar la libertad de la persona privada de ella.
Si estuviera agotado el plazo máximo inicial de la prisión
provisional, la Sentencia antes mencionada dice que
«nuestra legislación prevé dos supuestos en los que es
posible reinstaurar la prisión provisional ya agotada, es
decir, dos supuestos en los que, a pesar de que el impu-
tado había agotado ya el tiempo máximo de estancia
preventiva en prisión, es posible volver a dictar para el
mismo una prisión provisional en la misma causa. Esta
extraordinaria reinstauración de la prisión sólo será posi-
ble a partir de la incidencia de dos circunstancias extraor-
dinariamente relevantes para la evaluación de los riesgos
que la prisión provisional quiere conjurar: la falta de com-
parecencia judicial del imputado (art. 504, párrafo 8,
LECrim) y el dictado de una primera Sentencia conde-
natoria que ha sido recurrida (art. 504, párrafo 5,
LECrim)».

Los Autos recurridos ponen el acento únicamente en
la necesidad de garantizar la ejecución de la Sentencia
condenatoria, que aún no es firme, y que se encuentra
pendiente de recurso de casación ante el Tribunal Supre-
mo, desconociendo la reiterada doctrina de este Tribunal
Constitucional al respecto.

Concluye el escrito de demanda suplicando del Tri-
bunal Constitucional que, tras los trámites oportunos,
dicte Sentencia, en la que se otorgue el amparo solicitado
y se declare la nulidad de los Autos recurridos, reco-
nociendo expresamente el derecho del demandante a
que se acuerde su inmediata puesta en libertad por ago-
tamiento del plazo de la prisión preventiva.

4. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional por
providencia de 22 de abril de 2004 acordó admitir a
trámite la demanda de amparo y, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir atenta comu-
nicación a la Sección Primera de la Audiencia Provincial
de Álava, a fin de que en plazo que no excediera de

diez días remitiese certificación o fotocopia adverada
de las actuaciones correspondientes a la pieza de situa-
ción personal del recurrente, dimanante del rollo penal
núm. 1-2001, debiendo previamente emplazar a quienes
hubieran sido parte en el procedimiento, a excepción
del demandante de amparo, para que si lo deseasen
pudieran comparecer en este proceso.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de
la Sala Segunda del Tribunal Constitucional de 3 de junio
de 2004 se acordó dar vista de las actuaciones recibidas
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por plazo
común de veinte días para que, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 52.1 LOTC, pudieran formular
las alegaciones que tuvieran por convenientes.

6. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alega-
ciones conferido mediante escrito registrado en fecha
1 de julio de 2004, en el que interesó, con base en
la argumentación que a continuación se extracta, la esti-
mación de la demanda de amparo.

Tras referirse a los antecedentes fácticos del recurso
y reproducir la doctrina constitucional recogida en las
SSTC 231/2000 y 22/2004, el Ministerio Fiscal señala
que la queja del recurrente en amparo debe reconducirse
al derecho a la libertad (art. 17.1 y 4 CE), y que las
resoluciones judiciales recurridas parten del inequívoco
extremo de que, cuando el demandante solicitó su liber-
tad, ya había expirado el plazo máximo de duración de
la prisión acordada. Así pues la Audiencia Provincial no
prorrogó temporáneamente, pudiendo haberlo hecho, la
prisión provisional una vez dictada Sentencia condena-
toria e interpuesto por el condenado recurso de casación
contra la misma hasta la mitad de la pena impuesta
(art. 504, párrafo 5, LECrim), manteniendo, por el con-
trario, la prisión provisional del recurrente sin cobertura
alguna. Ante la petición de libertad del recurrente en
amparo la Sala procedió a prorrogar extemporáneamen-
te su prisión, aduciendo la gravedad de la condena y
el peligro de fuga, sin acceder a la solicitud de libertad,
fundada en una inequívoca jurisprudencia constitucional,
que niega toda virtualidad a las prórrogas extemporáneas
y determina de modo palmario en tales casos la exis-
tencia de lesión del derecho a la libertad.

En los Autos impugnados se razona que en supuestos
como el ahora considerado el Tribunal Constitucional
se limita a anular las resoluciones judiciales, pero no
acuerda la puesta en libertad del recurrente. En opinión
del Ministerio Fiscal este modo de razonar supone negar
toda virtualidad a la garantía del art. 17.4 CE y no puede
compartirse, ya que una cosa es que el Tribunal Cons-
titucional en el momento de dictar sus Sentencias se
encuentre con que el devenir del proceso subyacente
haya privado de sustrato fáctico a la privación de libertad
analizada, ya por haber sido puesto posteriormente en
libertad el demandante, ya por haber recaído Sentencia
firme, y que por ello, o por ignorar lo acaecido, límite
el alcance de su fallo a la declaración de nulidad de
las resoluciones judiciales que conculcaron el derecho
a la libertad, y otra cosa es que, inexistente tal situación,
constatada la lesión del derecho fundamental y la falta
de fundamento de la privación de libertad por haberse
omitido temporáneamente la prórroga, tal circunstancia
no suponga consecuencia de índole alguna para el lesio-
nado, limitándose el órgano judicial a prorrogar extem-
poráneamente la prisión, manteniendo y agravando la
lesión del derecho fundamental producida por causa sólo
imputable al órgano judicial.

En consecuencia el Ministerio Fiscal interesa que se
dicte Sentencia en la que se otorgue el amparo solicitado,
se reconozca al recurrente su derecho a la libertad per-
sonal (art. 17.4 CE) y se declare la nulidad de los Autos
recurridos.



40 Viernes 22 octubre 2004 BOE núm. 255. Suplemento

7. Por providencia de 16 de septiembre de 2004,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 20 de septiembre siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo tiene por objeto
la impugnación del Auto de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Álava, de 14 de enero de 2003,
confirmado en súplica por Auto de 23 de enero de 2003,
que desestimó la solicitud de puesta en libertad deducida
por la representación procesal del recurrente en amparo
y acordó la prolongación de la medida cautelar de la
prisión provisional, inicialmente adoptada por Auto del
Juzgado de Instrucción núm. 4 de Vitoria de fecha 12
de enero de 2001, hasta el límite de la mitad de la
pena que le fue impuesta por la mencionada Sección
en su Sentencia de 23 de mayo, dictada en el rollo penal
núm. 1-2001 por delito de agresión sexual.

El demandante de amparo, bajo la invocación del art.
24 CE y con cita de la STC 98/1998, de 4 de mayo,
alega, en síntesis, que cuando solicitó su puesta en liber-
tad se había sobrepasado ya el plazo máximo de dos
años, legalmente establecido para el mantenimiento de
la situación de prisión provisional (art. 504, párrafo 4,
LECrim), sin que dicha medida cautelar hubiera sido
prorrogada dentro del referido plazo, pues la prórroga
se acordó en las resoluciones judiciales impugnadas una
vez transcurrido el mismo, por lo que desde que aquel
plazo finalizó se ha encontrado privado ilegalmente de
libertad.

El Ministerio Fiscal interesa la estimación del recurso
de amparo, al considerar que el Auto de 14 de enero
de 2003 por el que se acordó inicialmente la prórroga
de la prisión provisional fue dictado intempestivamente;
esto es, una vez vencido el plazo máximo de la prisión
provisional, vulnerándose de este modo su derecho a
la libertad (art. 17.4 CE).

2. Ha de advertirse, ante todo, la identidad del pre-
sente recurso de amparo con el recurso de amparo inter-
puesto por el mismo demandante de amparo frente a
resoluciones judiciales de contenido sustancialmente
similar, en lo que aquí interesa, a las ahora impugnadas,
en el que recayó la Sentencia de esta Sala 120/2004,
de 12 de julio, cuya doctrina es de plena aplicación a
este caso.

Al igual que entonces hicimos, hemos de comenzar
por precisar con carácter previo, al objeto de delimitar
correctamente la queja del demandante de amparo, que
el hecho de que haya identificado erróneamente el dere-
cho fundamental en juego, invocando en el escrito de
demanda unas veces de modo genérico el art. 24 CE
y otras el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
CE), en vez del derecho a la libertad (art. 17 CE), en
modo alguno constituye obstáculo para el adecuado
enjuiciamiento de su pretensión, de acuerdo con una
reiterada y conocida doctrina constitucional (STC
200/2002, de 28 de octubre, FJ 2, por todas), al resultar
clara y perfectamente delimitada en la demanda la infrac-
ción aducida y las razones en las que la misma se sus-
tenta, que ponen de manifiesto con absoluta nitidez el
correcto encuadramiento de su queja, como el propio
recurrente en amparo hizo en la vía judicial previa, en
el ámbito del derecho a la libertad que proclama el
art. 17 CE.

3. Delimitada en los términos indicados la queja del
demandante de amparo, es preciso traer a colación nues-
tra consolidada doctrina sobre el sometimiento a plazo
máximo de la prisión provisional, exigencia constitucio-
nal prevista en el art. 17.4 CE, y la prórroga o ampliación
del mismo, que puede sistematizarse, al igual que lo

hicimos en la ya mencionada Sentencia de 12 de julio
de 2004, en los siguientes puntos:

a) El respeto a los plazos legales máximos de prisión
provisional constituye una exigencia constitucional, de
forma que la superación de dichos plazos supone una
limitación desproporcionada del derecho a la libertad,
pues el plazo máximo de duración de la prisión pro-
visional que el legislador debe establecer por imperativo
constitucional y como garantía de la mediación legis-
lativa es asumido por la propia Constitución como tal
plazo máximo, de forma que su ignorancia se traduce
por fuerza en una vulneración del derecho fundamental
a la libertad, al punto que, aun cuando esos plazos pue-
dan variarse por el legislador, mientras la Ley fije unos
es evidente que han de cumplirse y que ese cumpli-
miento, como se ha dicho, integra la garantía consti-
tucional de la libertad proclamada en el art. 17 de la
Constitución.

b) La prórroga o ampliación del plazo máximo inicial
de prisión provisional decretada requiere una decisión
judicial específica que motive tan excepcional decisión
y ha de fundarse en alguno de los supuestos que legal-
mente habilitan para ello (imposibilidad del enjuiciamien-
to en el plazo inicial acordado —art. 504, párrafo 4,
LECrim— o que el acusado haya sido condenado por
Sentencia que haya sido recurrida —art. 504, párrafo
5, LECrim). Además ha de ser adoptada antes de que
el plazo máximo inicial haya expirado, pues constituye
una exigencia lógica para la efectividad del derecho a
la libertad personal, por más que no venga expresamente
exigida por el precepto. Finalmente la lesión producida
por la ignorancia del plazo no se subsana por la adopción
de un intempestivo acuerdo de prórroga tras la supe-
ración de aquél.

c) No es constitucionalmente razonable la interpre-
tación según la cual el dictado de una Sentencia con-
denatoria lleva consigo, implícitamente, la prolongación
automática del plazo máximo de la prisión provisional
hasta el límite de la mitad de la condena impuesta, pues
el tenor literal del art. 504, párrafo 5, LECrim. y las gene-
rales exigencias de motivación de tan drástica medida
cautelar exigen rechazar esta tesis (SSTC 98/1998, de
4 de mayo, FFJJ 2 y 4; 142/1998, de 29 de junio,
FJ 3; 231/2000, de 2 de octubre, FJ 5; 272/2000,
de 13 de noviembre, FJ 2; 98/2002, de 29 de abril,
FJ 4; 144/2002, de 15 de julio, FJ 3; 121/2003, de
16 de julio, FJ 3; 22/2004, de 23 de febrero, FFJJ
2 y 4, por todas).

4. A la luz de la doctrina constitucional expuesta
resulta incontrovertible que en el caso que nos ocupa
se ha vulnerado el derecho a la libertad del demandante
de amparo. En efecto, el plazo máximo que regía la pri-
sión provisional inicialmente acordada por el Juzgado
de Instrucción núm. 4 de Vitoria por Auto de 12 de
enero de 2001 vencía a los dos años, el día 11 de enero
de 2003, sin que la Audiencia Provincial dentro del refe-
rido plazo hubiera hecho uso de la única posibilidad
excepcional de prolongación de dicho plazo que ofrece
el Ordenamiento, después del juicio y de su resolución,
«hasta el límite de la mitad de la pena impuesta en la
Sentencia cuando ésta hubiera sido recurrida» (art. 504,
párrafo 5, LECrim). De modo que la permanencia en
prisión del recurrente en amparo más allá de aquella
fecha fue, por tanto, ilegal y vulneradora de su derecho
fundamental a la libertad, sin que la vulneración cons-
tatada pueda en modo alguno entenderse reparada o
subsanada, de conformidad con la doctrina constitucio-
nal expuesta, y frente a lo que se sostiene en los mismos,
por los Autos impugnados, pues la prolongación de la
medida cautelar de la prisión provisional fue adoptada
intempestivamente, y carece, por consiguiente, de toda
validez (STC 98/1998, de 4 de mayo, FJ 4, por todas).
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5. La estimación de la pretensión de amparo ha de
conllevar la anulación de las resoluciones judiciales que
desestimaron la solicitud de puesta en libertad del
demandante de amparo y que acordaron la prolongación
de la prisión provisional, lo que, conforme a nuestra doc-
trina, no ha de producir necesariamente el efecto de
su puesta en libertad. En efecto la estimación del amparo,
cuando éste se funde en lo tardío de la prórroga del
plazo de prisión provisional, no ha de implicar la puesta
en libertad del recurrente, que no procederá en caso
de que concurra cualquiera de las causas que justifican
la prisión (SSTC 98/1998, de 4 de mayo, FJ 4;
142/1998, de 29 de junio, FJ 4; 272/2000, de 13
de noviembre, FJ 4; 22/2004, de 23 de enero, FJ 6).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo de don Guillermo Fer-
nández Bueno y, en su virtud:

1.o Declarar vulnerado el derecho del recurrente a
la libertad personal (art. 17.1 y 4 CE).

2.o Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de los Autos de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Álava, de 14 y 23 de enero de
2003, respectivamente, recaídos en el rollo de apelación
1-2001 dimanante del sumario 1-2001 procedente del
Juzgado de Instrucción núm. 4 de Vitoria.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de septiembre de dos mil
cuatro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montal-
vo.—Ramón Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

18112 Pleno. Sentencia 156/2004, de 23 de sep-
tiembre de 2004. Cuestión de inconstitucio-
nalidad 1550/1994. Planteada por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Canarias respecto al
artículo 90 de la Ley 20/1991, de modifi-
cación de los aspectos fiscales del régimen
económico-fiscal de Canarias, en litigio sobre
liquidaciones del arbitrio sobre la producción
e importación en dichas islas correspondien-
tes a diversas entradas de embutidos y carne
de pavo.
Régimen financiero de las Comunidades Autó-
nomas, reserva de ley orgánica y principio de
seguridad jurídica: precepto que delega la revi-
sión de actos administrativos en materia de
tributos del Estado, salvo las reclamaciones
económico-administrativas por imperativo de
la LOFCA.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta, don Gui-
llermo Jiménez Sánchez, don Vicente Conde Martín de

Hijas, don Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera,
don Roberto García-Calvo y Montiel, don Eugeni Gay
Montalvo, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don
Ramón Rodríguez Arribas, don Pascual Sala Sánchez,
don Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1550/94,
planteada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo
de Las Palmas del Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias, sobre posible inconstitucionalidad del art. 90 de
la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los
aspectos fiscales del régimen económico-fiscal de Cana-
rias. Han intervenido el Abogado del Estado, en la defen-
sa y representación que ostenta, y el Fiscal General del
Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don Jorge Rodrí-
guez-Zapata Pérez, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 10 de mayo de 1994 tuvo entrada en el Regis-
tro General de este Tribunal un escrito de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Canarias (sede de Las Palmas de Gran Cana-
ria), al que se acompañaba, junto con testimonio del
procedimiento correspondiente, el Auto de la referida
Sala de 29 de abril de 1994, recaído en el recurso con-
tencioso-administrativo núm. 662/92, por el que se plan-
tea cuestión de inconstitucionalidad con relación al art.
90 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación
de los aspectos fiscales del régimen económico fiscal
de Canarias, por posible vulneración de los arts. 9.3,
81 y 150.2 de la Constitución, 61 del Estatuto de Auto-
nomía de Canarias y 19 y 20 de la Ley Orgánica 8/1980,
de 22 de septiembre, de financiación de las Comuni-
dades Autónomas.

2. La cuestión de inconstitucionalidad se ha sus-
citado en la sustanciación del citado recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto por la entidad mercantil
Rafael González Sánchez, Sociedad Limitada (RAGOSA,
S.L.), contra Resoluciones del Tribunal Económico-Ad-
ministrativo Regional de Canarias de 25 de junio de
1992, por las que el mismo se declara incompetente
para conocer de las reclamaciones núms. 1313/92,
1344/92, 1345/92, 1346/92, 1402/92 y 1466/92,
articuladas contra diversas liquidaciones, en concepto
de arbitrio sobre la producción e importación en las Islas
Canarias, correspondientes a diversas entradas de embu-
tidos y carne de pavo, sobre la base del art. 90 de la
Ley 20/1991, de 7 de junio, que establece que «la ges-
tión, liquidación, recaudación e inspección del arbitrio,
así como la revisión de los actos dictados en aplicación
del mismo corresponde a la Comunidad Autónoma de
Canarias».

Para el órgano judicial proponente de la cuestión el
art. 90 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, es contrario
a los arts. 19 y 20 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22
de septiembre y 61 del Estatuto de Autonomía de Cana-
rias, lo que supone la aplicación del art. 28.2 LOTC,
conforme al cual puede ser declarado inconstitucional
por infracción del art. 81 CE, al tratarse de una ley no
aprobada con el carácter de orgánica si hubiera regulado
materias reservadas a una ley orgánica o implicase una
modificación o derogación de una ley aprobada con tal
carácter. En efecto, a juicio del órgano judicial, de los


